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Ref. LIQUIDACIÓN OBLIGATORIA –  MARCO LEGAL (Ley 222 de 1995)  
   
Acuso recibo de su radicación 2006-01-073092, mediante la cual indaga sobre el trámite concursal de la liquidación 
obligatoria.  
   
Al respecto debe señalarse que la liquidación obligatoria es un procedimiento previsto por el legislador en la Ley 222 
de 1995, cuya finalidad es la de realizar los bienes del deudor a efectos de atender en forma ordenada el pago de 
las obligaciones a su cargo1[1], en la que las partes (acreedores y deudora) con el apoyo del auxiliar de la justicia 
(liquidador), se someten al trámite previsto, y las decisiones tomadas por la Superintendencia de Sociedades son 
las de un juez2[2].  
   
De este modo tenemos que la modalidad concursal en cita, encuentra su apoyo legal en los artículos 89,90,91 y 95 
de la referida ley, y en forma especial a partir del artículo 149 ibidem, disponiéndose entre otros asuntos sobre los 
efectos de la apertura del trámite (art. 151); el contenido de la providencia que así lo dispone (art. 157); la 
presentación de los créditos y dentro de él la oportunidad para hacerse parte y los requisitos exigidos (arts. 158 a 
161 y 208); el traslado de créditos que se pretenden hacerse valer en el proceso; la presentación y trámite de 
objeciones, además de su calificación y graduación (artículos 125, 133 y 160); las funciones del liquidador (arts. 
162 y siguientes) y su junta asesora (arts. 173 y siguientes); los bienes que integran el patrimonio a liquidar y los 
que se excluyen (arts. 179 a 193); la realización de los activos y el pago a los acreedores (arts. 194 y siguientes) y 
su terminación (art. 199).  
   
Como se aprecia, el trámite concursal está regulado plenamente en un solo texto legal al cual se deben someter las 
partes sin discriminación alguna, y solo cuando se trate de asuntos no regulados, debe aplicarse el Código de 
Procedimiento Civil y lo previsto en los artículos 67 y 68 de la Ley 550 de 1999, prorrogada por la Ley 922 del 29 de 
diciembre de 2004.  
   
Por último, si desea ahondar en el tema, se le sugiere visitar la página Web de la Entidad 
www.supersociedades.gov.co.  
   
De esta forma damos respuesta a la inquietud planteada, advirtiendo que los alcances del concepto son los consignados 
por el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo.   
 
                                                 
1[1] Artículo 95 
2[2] Artículo 90 idem 
